
¿Qué ha hecho el  Estado frente a muertes 
por femicidio?
Gritos, golpes, chantajes, entre otras formas de
violencia, forman parte del ciclo que antecede a
la muerte de las mujeres (femicidio). Es violencia
que el Estado ecuatoriano no reconoce como
delito sino como contravención; sin embargo, la
Presidencia de la República se ha comprometido
con este tema y mediante Decreto Ejecutivo No.
620, declaró como política
nacional en el año 2007 “la
erradicación de la violencia
de género hacia la niñez, la
adolescencia y las mujeres”
por primera vez en el país.

Para el cumplimiento
de esta política se estable-
ció la conformación de un
plan nacional en el que
participan: el Ministro de
Gobierno y Policía, el Mi-
nisterio de Educación, el
Ministerio de Salud Pú-
blica, el Ministro de Justicia,
el Ministerio de Inclusión
Económica y Social y el
Consejo Nacional de la
Mujeres-CONAMU. El
objetivo es  diseñar y eje-
cutar programas, proyec-
tos y acciones orientadas a
ga-rantizar la protección y
los derechos humanos de las mujeres. El presu-
puesto para la ejecución de este plan provendrá
de las asignaciones presupuestarias de cada una
de las instituciones coparticipes.

Existen otras medidas de Estado orientadas
a esta problemática, que van desde el  enfoque
de género contenido en la Constitución de la
República del 2008, hasta la ejecución de esfuer-
zos como: el Plan Nacional de Prevención y
Erradicación del Delito Sexual en el Ámbito
Educativo y el Plan Nacional para Combatir la
Trata de de Personas. Además, a nivel interna-
cional el Estado ha suscrito y ratificado múltiples
convenios (CEDAW, Belén do Pará, etc.) donde
se compromete tanto a garantizar y respetar el
ejercicio y el goce de los derechos de la mujer
como a trabajar en contra de la discriminación.

¿Cómo ha actuado el sistema de administra-
ción de justicia ecuatoriano en relación a las
violencias que experimentan las mujeres?
El sistema de administración de justicia ecuato-
riano reproduce patrones socioculturales pa-
triarcales, revictimizantes y discriminatorios, ade-
más de ser ineficaz tanto en cobertura (baja tasa
de denuncias) como en productividad (duración
de las causas penales); pues un proceso judicial

puede llevar más de 785
días y no generar resulta-
dos idóneos, o quedarse
en la impunidad.

Las diversas formas de
violentar a las mujeres no
constituyen un eje de justi-
cia definido, se suelen inda-
gar como casos de “crimen
pasional” y no como lo
que realmente son: una si-
tuación de violencia extre-
ma hacia el cuerpo y vida
de las mujeres, donde se
irrespeta absolutamente
sus derechos humanos.
Las víctimas de estos deli-
tos no cuentan con un sis-
tema de atención integral
y protección que asegure
la restitución de sus dere-

chos. En el sistema de justi-
cia de éste país persisten

formas y manifestaciones  de violencia de géne-
ro que han sido particularmente desatendidas,
como: el femicidio, la violencia sexual, el acoso
sexual y la violencia en los lugares de trabajo, y
la violencia en marcos institucionales y estableci-
mientos penitenciarios.

¿Qué proyectos tiene el CONAMU para visibi-
lizar y combatir los casos de femicidio en el
país?
En el marco de esta realidad, el CONAMU ha
iniciado con un proceso de reflexión y sensibili-
zación sobre la problemática, para la cual se han
organizado una serie de eventos dirigidos a con-
formar una coalición latinoamericana por la vida
de las mujeres, en la que participan expertas
nacionales e internacionales en materia de géne-
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ro. Por otro lado, se ha coordinado  un proceso
de capacitación para litigantes provenientes
tanto de la sociedad civil como del Estado, el
objeto es proveerles contenidos y herramientas
de trabajo apropiados para atender ésta reali-
dad particular. Otra actividad importante es el
levantamiento de información (un diagnóstico
inicial básico) en la frontera norte, que es en ge-
neral una zona con débil presencia del Estado, y
particularmente frente a la protección de los
derechos de las mujeres, una realidad que es
necesaria conocerla para trabajar sobre ella. És-
tas son actividades que parten de una discusión
teórica y se orientan a generar incidencia en el
sistema de justicia vigente.

Los procesos judiciales actuales no son dili-
gentes, no protegen, no garantizan, ni reparan los
derechos vulnerados de las mujeres; por tal
razón, es de vital importancia hacer una reforma
penal para tipificar la violencia de género como
un delito con sanciones y penas específicas. El
nuevo marco jurídico debe asegurar que quie-
nes administran justicia, den a estos delitos la
atención requerida y a la vez dejen de tratarlos
como “crímenes pasionales”. La meta es cons-
truir un sistema reparatorio legítimo acorde al
daño sufrido por las víctimas, que contemple las
indemnizaciones respectivas y les garantice las
condiciones necesarias para vivir una vida libre
de violencia
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Reingeniería judicial para combatir 
el femicidio en Ciudad Juárez 

Blanca Armijos

Desde hace más de una década, ser mujer en Ciudad Juárez (Chi-
huahua - México) es sinónimo de depredación, devastación, robo,
violencia, mafia y abuso de autoridad. Durante muchos años la

muerte de mujeres no fue materia importante para el sistema de justicia
juarense, pero sí para la sociedad civil.
En el 2003 Amnistía Internacional  reportó la muerte de 415 mujeres y
miles de denuncias de desaparecidas durante los últimos diez años en ésta
ciudad. La ola de femicidios  se tornó intolerable y motivó que varios acto-
res de la sociedad civil demandarán del Senado de la República y de la Cá-
mara de Diputados, la ejecución de investigaciones reales orientadas a
esclarecer los sumarios existentes y a evitar el surgimiento de nuevos ca-
sos. Para ese mismo año, el Gobierno de México, mediante decreto pre-
sidencial, creó la Fiscalía Especial y la Comisión para Prevenir y Erradicar
la Violencia contra las Mujeres1 en Ciudad Juárez, ambas dependientes de
la Secretaría (Ministerio) de Gobernación.
La comunidad académica, vigilante del desenvolvimiento de las instancias
federales creadas para atender esta problemática, consideraba que las
acciones emprendidas eran pasos significativos pero insuficientes; razón por
la que argumentaban que el problema no radicaba en las personas que
tenían a su cargo la Comisión y la Fiscalía Especial, sino que se concentra-
ba en la estructura misma de las instituciones de justicia al ser “ organismos
sucedáneos faltos de autonomía y de atribuciones suficientes”2.
El grupo Alternativas (integrado por investigadoras de la Universidad
Nacional Autónoma de México, del Colegio de México, abogadas, legisla-
doras y representantes de grupos civiles), presentó en el 2004 ante la
Cámara de Diputados el “Plan alternativo para esclarecer el femicidio en
Ciudad Juárez”. El objetivo de esta iniciativa fue “propiciar una respuesta
integral del Estado, evitando la fuga de responsabilidades cobijada bajo
cualquier argumento de competencia”3; es decir, las atribuciones  que esta-
ban atomizadas y desarticuladas en las figuras de una comisionada y de una
fiscal especial, se las fusionaría en una nueva estructura, capaz de generar
respuestas conjuntas e integrales desde el Estado central.
Este “mando único” proponía seis ejes de trabajo: (1) manejo de las inda-
gatorias, (2) sistematización de las investigaciones, (3) atención sicojurídica
e integral a familiares de las víctimas y mujeres sobrevivientes, (4) la bús-
queda de mujeres extraviadas o ausentes, (5) la reparación del daño mate-
rial y moral, y (6) un sistema de protección a testigos. La implementación
de estas acciones hubiese podido llevar a una reingeniería estructural del
sistema de justicia juarense, ya que como institución pasaría a depender
exclusivamente del Procurador General de la República con autonomía
técnica-operativa; y de esta manera, facilitar el acceso a los expedientes de
las investigaciones  iniciadas para esclarecer la totalidad  de muertes de
mujeres por razones de género, y además, disponer de profesionales sen-
sibilizados y entrenados en el enfoque de género.
Sin embargo, esta iniciativa fue un ejercicio académico que por falta de
voluntad política no se ejecutó, aunque es considerado uno de los antece-
dentes que dio origen a la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos
Relacionados con Actos de Violencia contra las Mujeres; un modelo jurídi-
co a utilizarse como herramienta flexible y modificable a las necesidades
de cada mujer y a la realidad social imperante 

1 http://www.nodo50.org/mujeresred/spip.php?article215 
2 http://www.pueg.unam.mx/actividades/feminicidio.php#2 
3 http://www.mujereshoy.com/secciones/2455.shtml 
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•Según Amnistía Internacional, el 70 por ciento
de las mujeres asesinadas en el mundo lo son
a manos de sus parejas o ex parejas.Asimismo,
revela que la violencia en la familia es la prime-
ra causa de muerte y de minusvalía para mu-
chas mujeres, por encima del cáncer y los acci-
dentes de tráfico, especialmente entre los 16 y
44 años de edad.

•Durante el 2004 la Procuraduría de Derechos
Humanos investigó las estadísticas de muerte
de mujeres por razones de género en 19 paí-
ses de todas las regiones del mundo. Guate-
mala se ubicó en el quinto lugar, con una tasa
de 5,52 femicidios por cada cien mil habitantes
en el año 2003.

•Según el Servicio de Inspección del Consejo
General del Poder Judicial de España, 90  muje-
res murieron en el 2008 víctimas de la violen-
cia doméstica y de género, de ellas 75 fueron
asesinadas en manos de su pareja o ex pareja,
cifra similar a la del año 2007 (74).
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